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Bogotá D.C., Abril de 2021 
 
Honorable Magistrada 
MARÍA PATRICIA CRUZ MIRANDA 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ D.C. – SALA CIVIL 
CIUDAD 
E.   S.  D. 
 
 
REFERENCIA: PROCESO DE EXPROPIACIÓN 
DEMANDANTE:  BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
DEMANDADA:  INDUSTRIA DE ELECTRODOMÉSTICOS INDUSEL SAS 
EXPEDIENTE:  036-2017-00637-04 

 
 

SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN 
 
CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA, identificado con la C.C. No. 79.954.623 
de Bogotá y T.P. No. 141.955 del C.S.J., obrando en calidad de apoderado 
de la parte demandante BOGOTÁ D.C. - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL 
DISTRITO conforme al poder que me fue conferido, por medio del presente 
escrito  y estando dentro del término legal, procedo  a  sustentar el recurso 
de apelación formulado por este extremo en contra de la sentencia de 
primera instancia con base en las siguientes: 
 
 

 
CONSIDERACIONES 

 
Tal como se expresó al momento de interponerse el recurso de apelación 
en contra de la sentencia, el suscrito apoderado manifestó como primer 
motivo de inconformidad con la decisión, el hecho de que el fundamento 
en cuanto al valor a reconocer a la parte demandada, fuera el contenido 
en el dictamen pericial presentado por la perito Maritza Mayoral, 
específicamente su resultado. 
 
Puntualmente, el reparo que se formuló y que sirve como sustento del 
recurso interpuesto, corresponde al hecho de que la perito no hubiese 
adelantado la medición del predio que es objeto de este proceso y sobre el 
cual se adelantó la pericia; en el curso de la audiencia en la cual se dictó 
la sentencia, la perito señaló en forma expresa que no obstante haber 
visitado el predio, no tomó las medidas que le permitieran conocer a ciencia 
cierta el área sobre la cual adelantó el trabajo encomendado. 
 
En tal sentido, este extremo recordó que en la primera diligencia que se 
adelantó en el predio, el Despacho llevó a cabo la primera de las tareas 
fundamentales a la hora de determinar los límites de un inmueble como el 
que es objeto de este proceso, vale decir, medirlo en todas sus dimensiones 
para definir sus linderos; no obstante, como lo manifestó la propia perito 
durante la contradicción del dictamen, aquella manifestó que no lo midió y 
al ser indagada sobre cómo determinó el área del inmueble, no advirtió que 
las hubiese tomado del título de adquisición o en su defecto del certificado 
de libertad y tradición del inmueble, que son documentos oficiales en los 
cuales constan las áreas de los bienes sometidos a registro, como ocurre en 
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este caso con el inmueble objeto de este proceso. 
 
En segundo término, este extremo señaló que no es cierto que se le haya 
causado un perjuicio al extremo demandado por el hecho de no haber 
podido ejecutar el desarrollo urbanístico derivado de la licencia con la que 
contaba el predio, habida consideración a que fue el mismo extremo 
demandado quien no adelantó el desarrollo que le había sido autorizado 
en virtud de la licencia con la que contaba. 
 
En su intervención, la perito Maritza Mayoral manifestó que en su visita al 
predio no evidenció ningún desarrollo urbanístico derivado de la licencia 
sobre la cual el despacho concluyó que se materializó un perjuicio en favor 
de la parte demandada.  
 
Así las cosas, considera este extremo que no es posible acceder al 
reconocimiento del presunto perjuicio por la falta de explotación y/o 
ejecución de la licencia porque no fue por el hecho del proceso de 
expropiación que el demandado no pudo adelantar el desarrollo 
urbanístico que se le había concedido a través de la licencia ya referida y 
debidamente identificada en el plenario. 
 
En la visita al predio por parte del Despacho se pudo evidenciar que al 
interior del inmueble objeto de este proceso no se había adelantado ningún 
tipo de desarrollo derivado de la licencia, por lo tanto, este extremo 
considera que no es procedente el reconocimiento de ningún perjuicio a la 
parte demandada por este concepto, insistimos en ello, porque no fue por 
el hecho de este proceso que el extremo demandado no pudo ejecutar la 
licencia, fue su propia inactividad la que conllevó a que no se hiciera el 
desarrollo que pretendía. 
 
Por otra parte, valga precisar que este extremo no se opone a la 
expropiación que se decretó en favor de mi representada, los reparos 
concretos en contra de la sentencia tienen que ver con el hecho de que el 
monto reconocido al extremo demandado por concepto de la 
expropiación y la indemnización sea el arrojado por el dictamen que arrojó 
el IGAC, ya que el predio no fue medido por la perito en forma correcta y 
porque además, como se evidenció por parte del Despacho y la perito, la 
falta de ejecución del desarrollo urbanístico derivada de la licencia con la 
que contaba el dueño del predio no es atribuible a este extremo. 
 
Tampoco puede olvidarse que en este proceso ya existe un depósito judicial 
a órdenes del juzgado 36 civil del circuito de Bogotá por la suma de 
$9.764.782.400, razón por la cual frente a cualquier suma que eventualmente 
llegue a reconocerse en favor del demandado, deberá descontarse esta 
suma ya depositada por este extremo. 
 
Finalmente, con la presentación de la demanda se allegó al plenario el 
avalúo comercial No. 2016-0679 del 16 de diciembre de 2016, elaborado por 
la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital – UAECD, en el cual la 
descripción de cabida y linderos del inmueble se citan tal como aparece 
en el título de adquisición del inmueble - la Escritura Pública No. 538 del 26 
de febrero de 2005, de la Notaría 56 de Bogotá y en la que se determinó el 
valor del inmueble con base, entre otros aspectos, en el uso del suelo 
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permitido para el inmueble, circunstancia que no pudo ser desvirtuada por 
el extremo demandado a través del dictamen que presentó para 
contradecir el que sirvió como base para fijar el valor de compra del 
inmueble. 

En estos términos dejo sustentado el recurso de apelación que formuló este 
extremo en contra de la sentencia de primera instancia, con el fin de que 
se confirme la decisión de expropiar el predio objeto de este proceso, pero 
se revoque en lo que tiene que ver con el valor reconocido por el Despacho 
a título de precio e indemnización del predio con base en las razones 
expuestas a través de este escrito. 
 

 
NOTIFICACIONES. 
 
Para efectos de notificaciones a la entidad que represento o al suscrito 
suministro los siguientes datos:  
 
A la entidad en la represento, SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTA, en 
la Av. El Dorado No. 66 -  63 de Bogotá. 
 
Al suscrito en la Carrera 18 No. 137-53 Tercer piso de la ciudad de Bogotá o 
al Correo electrónico del apoderado: chepelin@hotmail.fr 
 
 
De la Señora Magistrada,  

 
CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA 
C.C. No. 79.954.623 de Bogotá  
T.P. No. 141.955 del C.S.J. 
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Honorables Magistrados: 
TRIBUNAL SUPERIOR DISTRITO DE BOGOTÁ 
SALA CIVIL DE DECISIÓN 
Atentamente: Dra. María Patricia Cruz Miranda 

Magistrada Sustanciadora 
Correo electrónico: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co 

mparradv@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
 
Referencia: PROCESO DE EXPROPIACIÓN DEMANDANTE: DISTRITO 

CAPITAL DE BOGOTÁ [SECRETARIA DISTRITAL DE 
EDUCACIÓN] DEMANDADO: INDUSTRIA DE 
ELECTRODOMESTICOS S.A.S. [INDUSEL]. RADICADO: 2017-
0637. SEGUNDA INSTANCIA. LIBELO DE SUSTENTACIÓN DE 
RECURSO DE APELACIÓN ADMITIDO POR AUTO DE FECHA 
NUEVE (09) DE ABRIL DE DOS MIL VEINTIUNO (2.021), 
CONTRA LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA DE FECHA 
DOS (02) DE JULIO DE DOS MIL VEINTE (2.020). 

 
 
DAVID ESTEBAN BUITRAGO CAICEDO, mayor de edad, vecino y domiciliado en 
esta ciudad de Bogotá D.C., identificado civil y profesionalmente como aparece al 
pie de mi firma, actuando en mi calidad de Apoderado Especial [conforme el Poder 
Especial obrante en el plenario] de la sociedad INDUSTRIA DE 
ELECTRODOMESTICOS S.A.S. – INDUSEL S.A.S. [otrora INDUSTRIA DE 
ELECTRODOMESTICOS S.A. – INDUSEL S.A.] persona jurídica de Derecho 
Privado, legalmente constituida, inscrita y registrada, en la Cámara de Comercio de 
esta ciudad de Bogotá D.C., identificada con el Nit Nro. 800.241.810-5, y con 
domicilio principal en esta ciudad de Bogotá D.C., en su calidad de legitima 
TITULAR DEL DERECHO REAL DE DOMINIO [conforme el Certificado de 
Tradición y Libertad que anexa al presente] del bien inmueble ubicado en la dirección 
KR 82B Nro. 53B – 19 Sur de la nomenclatura urbana de esta ciudad de Bogotá D.C. 
identificado con el Folio de Matricula Inmobiliaria Nro. 50S-852050, de la Oficina de 
Registro de Instrumentos Públicos de Bogotá D.C., Zona Sur quien integra y 
constituye la PARTE DEMANDADA en la Litis expropiatoria, por medio del 
presente, estando dentro del término legal para el efecto, con sustento en lo 
dispuesto por el inciso 3º, del artículo 14° del Decreto-Ley 806 del cuatro (04) de 
junio de dos mil veinte (2.020) y en cumplimiento de lo señalado en providencia 
judicial de fecha nueve (09) de junio del año que cursa, me dirijo ante la señora 
Magistrada Sustanciadora, para proceder a SUSTENTAR el RECURSO DE 
APELACIÓN que en representación de mi poderdante interpusiera, en Audiencia 
de Fallo realizada en fecha del dos (02) de julio del año anterior, en contra de la 
sentencia emitida por el Juzgado Treinta y Seis (36) Civil del Circuito de Bogotá, 
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aduciendo para ello, como “reparos concretos”1 que se reputan en contra del fallo 
proferido, y sobre los cuales versará la presente sustentación, son los siguientes, 
que, a continuación, paso a desarrollar: 
 

I. ARGUMENTOS QUE FUNDAMENTAN LA SUSTENTACIÓN DEL 
RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO EN CONTRA DE LA 
SENTENCIA RECURRIDA. 

 
1. En sentencia de primera instancia, emitida en Audiencia de Fallo celebrada el 

día dos (02) de julio del año anterior, la Juez A-Quo Civil, resolvió acceder a 
la EXPROPIACIÓN demandada por la parte demandante, del bien inmueble 
de propiedad de mi procurada, y que se encuentra ubicado en la dirección KR 
82B Nro. 53B – 19 Sur, de la nomenclatura urbana de esta ciudad de Bogotá 
D.C., identificado con el Folio de Matricula Inmobiliaria Nro. 50S-852050, de 
la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Bogotá D.C., Zona Sur, y 
determinó como “valor de la indemnización”, el valor que fuera adoptado en 
el avaluó realizado, como dictamen pericial, por el INSTITUTO 
GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI –IGAC- en fecha de octubre de dos 
mil diecinueve (2.019), por la suma de: DOCE MIL SETENTA Y CINCO 
MILLONES DOSCIENTOS VEINTICINCO MIL OCHOCIENTOS VEINTE 
PESOS M/CTE ($12.075.225.820), el cual se compone de: DAÑO 
EMERGENTE causado desde el 08/03/2017 (fecha de oferta de compra), al 
30 de septiembre de 2.019 (fecha de corte del avaluó) por valor de: ONCE 
MIL OCHOCIENTOS SETENTA Y CUATRO MILLONES SETECIENTOS 
OCHENTA Y CINCO MIL TRESCIENTOS OCHENTA Y NUEVE PESOS 
M/CTE ($11.874.785.389), + LUCRO CESANTE causado desde el 
14/05/2019 (fecha de entrega anticipada) al 30 de septiembre de 2.019 
(fecha de corte del avaluó) por valor de: DOSCIENTOS MILLONES 
CUATROCIENTOS CUARENTA MIL CUATROCIENTOS TREINTA Y UN 
PESOS M/CTE ($200.440.431). Aunado a disponer que la anterior suma 
está sujeta a reajustes por I.P.C. mensual y por interés a la tasa del D.T.F. 
mensual, hasta tanto cobre ejecutoria el fallo, y la entidad expropiante pague 
la totalidad del valor decretado. 

 
2. No obstante lo anterior, y tal como se dejó señalado en reparo concreto a la 

sentencia impugnada, dicho “valor de la indemnización” decidido por la Juez 
de primera instancia, desconoce, y no se corresponde ni se encuentra 
ajustado, con el real justi precio, del bien inmueble de propiedad de mi 
procurada, de conformidad con las particularidades del caso, y con las 
condiciones urbanísticas que dicho inmueble tenía vigente para la fecha de 
oferta de compra por parte de la entidad expropiante, toda vez que de 
manera protuberante y vejatoria se desconoció que dicho inmueble se 
encontraba licenciado, con acto administrativo urbanístico en firme, otorgado 

                                                           
1 Inciso 8º, del artículo 322º del Código General del Proceso. 
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en legal forma por autoridad competente, para la ejecución de un proyecto 
urbanístico que se encontraba licenciado, tal y como, de ello, da cuenta la 
Licencia Urbanística contenida en la Resolución Nro. RES 14-2-0125 de fecha 
veintidós (22) de enero del año dos mil catorce (2.014) y expedida por el 
Curador Urbano Nro. 2 (e) de Bogotá D.C., para el desarrollo del proyecto 
urbanístico inmobiliario denominado “WEST”; como tampoco se ajusta con la 
INDEMNIZACIÓN INTEGRAL que tanto el ordenamiento jurídico 
convencional como el interno reconocen e imponen a favor del administrado 
expropiado, y a cargo de la entidad expropiante. 

 
3. Así las cosas, se deviene su señoría que la sentencia impugnada, y la Juez A-

Quo Civil, desconocieron, para el caso en concreto, tanto lo argumentado por 
mi representada en el libelo de CONTESTACIÓN DE DEMANDA, como las 
disposiciones normativas aplicables al proceso expropiatorio, como también, 
la propia DOCTRINA JURISPRUDENCIAL que sobre tal temática, y la 
noción de INDEMNIZACIÓN INTEGRAL, ha señalado la Honorable Corte 
Constitucional, en las sentencias C- 1074 de 2.002, y C- 750 de 2.015; e 
incluso, con lo sentado por la propia Corte Interamericana de Derechos 
Humanos [C.I.D.H.]. 

 
4. En la sentencia C- 1074 de 2.002, la Corte Constitucional, sostuvo: 

 

“De lo anterior surge que la indemnización no se limita al precio 
del bien expropiado. Si bien la jurisprudencia reconoce que el 
particular también sufre daños adicionales a la pérdida patrimonial 
del inmueble, el cálculo del resarcimiento que deba recibir el particular, 
no se limita a considerar el valor comercial del bien, sino que puede 
abarcar los daños y perjuicios sufridos por el afectado por el 
hecho de la expropiación. 
 
No obstante lo dicho aquí, la Corte constata que el artículo 58 Superior 
no exige que quien sea expropiado reciba además de la indemnización 
por el daño emergente y el lucro cesante, también el pago de todos 
los costos adicionales que sean necesarios para adquirir un bien de las 
mismas características al expropiado y restituir al particular a 
condiciones similares a las que tenía antes de la expropiación. La 
indemnización en caso de expropiación no debe cumplir siempre una 
función restitutiva y, por eso, no tiene que ser integral.  
(..) 
 
De tal manera que el requisito constitucional de que la indemnización 
sea justa lleva necesariamente a no exigir que siempre responda 
integralmente a los intereses del afectado. En ciertas ocasiones dicha 
indemnización puede cumplir una función meramente compensatoria, 
en otras, una función reparatoria que comprenda tanto el daño 
emergente como el lucro cesante, y ocasionalmente una función 
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restitutiva, cuando ello sea necesario para garantizarle efectividad de 
derechos especialmente protegidos en la Carta, como se verá a 

continuación.” (Subrayado y negrillas por fuera del texto original) 

 

5. Por su parte, en la sentencia C- 750 de 2.015 se señaló: 
 

“Por regla general, la indemnización tiene una función 
reparatoria, de modo que incluye el precio del inmueble, el 
daño emergente y el lucro cesante. En algunas circunstancias 
excepcionales, el resarcimiento tendrá un propósito restitutivo o 
restaurador, y en consecuencia comprenderá la reparación de 
todos los perjuicios causados con la expropiación, así como la 
restitución de un inmueble de similares condiciones al perdido. El 
desembolso máximo se activará cuando se requiere proteger los 
intereses de los afectados que tienen una especial protección 
constitucional, por ejemplo las madres cabeza de familia, los 
discapacitados, los niños o las personas de la tercera edad o se desea 
expropiar una vivienda sujeta a patrimonio de familia, siempre que esa 
condición o situación sea determinante para tasar el resarcimiento. En 
eventos restantes, la indemnización tendrá una función 
compensatoria, escenario que se presenta cuando la autoridad 
después de ponderar los intereses en conflicto estima que su 
cuantificación responde al valor de la cosa perdida, sin reconocer otros 
perjuicios –daño emergente y lucro cesante-. La observancia de los 
parámetros descritos eliminará cualquier resquicio de confiscación de 
la medida expropiatoria». 
(…) 
 
Con esa consideración, la Corte no está avalando que todas las 
indemnizaciones producto de la expropiación de bienes productivos 
deben ser plenas y reconocer los daños –lucro cesante y daño 
emergente- de manera ilimitada, pues eso sería promover un 
enriquecimiento sin causa a favor de los particulares y afectar las 
finanzas del Estado. En realidad, esta Corporación defiende la 
labor que tiene el juez al tasar un resarcimiento en esos 
juicios, tarea que comprende la ponderación de los derechos 
e intereses en conflicto, las circunstancias del caso y la 
aplicación del principio de proporcionalidad así como de 
razonabilidad. Los servidores judiciales decidirán qué función 
debe tener la indemnización en cada causa. 
(…) 
 
(…) no se puede olvidar que el precio del inmueble es un componente 
de la indemnización en la etapa de expropiación, puesto que a ese 
valor se sumará el resarcimiento de los daños emergente y 
lucro cesante. Tales elementos complementarán la 
indemnización, con lo cual se observa la justicia en dicho 
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pago, porque se corresponde con la función que por general 
tiene esa institución, es decir, reparatoria. 
(…) 
 
El legislador tiene una amplia libertad de configuración en materia 
expropiatoria. No obstante, esa competencia no puede vaciar el 
marco de acción que tiene el juez y la administración para fijar 
una indemnización que atienda las circunstancias del caso, así 
como los intereses en tensión. La ley no puede estandarizar para 
todos los eventos unos topes o cómputo de indemnización, porque en 
ocasiones puede que las reglas estáticas sean una barrera e 
impedimento para que las autoridades cancelen una indemnización 

justa.” (Subrayado y negrillas por fuera del texto original) 

 

6. Expresamente, se advierte como omitido, incumplido, e inaplicado, lo 
dispuesto en el artículo 16º de la Ley 446 de 1.998, que expresamente 
establece: 

 
“VALORACION DE DAÑOS. Dentro de cualquier proceso que se 

surta ante la Administración de Justicia, la valoración de daños 

irrogados a las personas y a las cosas, atenderá los principios de 

reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos 

actuariales.” (Subrayado y negrillas por fuera del texto legal) 

 
7. Como lo podrá advertir su señoría, dicha disposición normativa, tiene efecto 

AMPLIFICADO, sin reserva o salvedad de ningún tipo o clase de proceso, y 
por ende, su efecto normativo cubre inclusive la presente litis expropiatoria, 
en donde, desde el mismo libelo de CONTESTACIÓN DE DEMANDA, mi 
procurada, ha manifestado que el bien inmueble de su propiedad y objeto de 
expropiación, se encontraba bajo ciertas condiciones particulares y concretas, 
de Licenciamiento Urbanístico, para el desarrollo de un proyecto urbanístico, 
y razón por la cual, de manera expresa, se puso de presente el daño 
consecuencial que para dicha propietaria, le irrogaría la actuación 
expropiatoria demandada judicialmente, tanto por la ERRADA 
VALORACIÓN COMERCIAL DEL INMUEBLE, contenida en el “AVALÚO 
COMERCIAL No. 2016-0679”, de fecha dieciséis (16) de diciembre del año 
dos mil dieciséis (2.016), realizado por la UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE CATASTRO DISTRITAL, por cuanto, tal y como se acreditó 
con el “AVALUO COMERCIAL LOTE UBICADO EN LA CARRERA 82B # 
53B – 19 SUR”, realizado inicialmente, en fecha del veinticuatro (24) de 
marzo de dos mil diecisiete (2.017) y actualizado, revisado y ajustado, a fecha 
del doce (12) de marzo del año dos mil dieciocho (2.018), conforme el 
“potencial de desarrollo expedido y elaborado por la Lonja de Propiedad 
Raíz de Bogotá”, de conformidad con lo establecido en la Licencia de 
Urbanismo Resolución Nro. RES 14-2-0125 de fecha veintidós (22) de enero 
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de dos mil catorce (2.014), proferida por el Curador Urbano Nro. 2 de Bogotá 
D.C., practicado por la firma especialista en avalúos comerciales 
CASTELLANOS & GOMEZ ASOCIADOS LTDA., y suscrito por su 
Representante Legal BENEDICTO CASTELLANOS GONZÁLEZ, quien 
funge como “VALUADOR ACTUANTE”, y es miembro de la Lonja de 
Propiedad Raíz de Bogotá, se determino con sujeción al marco normativo 
urbanístico vigente y aplicable al predio, teniendo para ello que la LOJA DE 
PROPIEDAD RAÍZ DE BOGOTÁ, fue la que, previa solicitud del avaluador 
actuante, expidió y elaboro, el “potencial de desarrollo” del inmueble, 
determinando finalmente como AVALÚO COMERCIAL del inmueble, la 
suma de: DIECISIETE MIL DOSCIENTOS CATORCE MILLONES 
SEISCIENTOS MIL PESOS MONEDA CORRIENTE 
($17.214.600.000.°°); y señalando también, los PERJUICIOS que, por 
DAÑO FUTURO CIERTO, consecuencialmente se le causarían, frente al 
proyecto licenciado, de conformidad con el “ACUERDO DE DESARROLLO 
DE PROYECTO INMOBILIARIO” de fecha doce (12) de febrero del año 
dos mil trece (2.013), por tres (3) conceptos determinados, siendo estos: (i) 
el Restituir el ANTICIPO que había recibido, por valor de CUATRO MIL 
QUINIENTOS MILLONES DE PESOS MONEDA CORRIENTE 
($4.500.000.000.°°), (ii) el tener que asumir y responder por la 
CLAUSULA PENAL pactada, habida cuenta que, por la expropiación 
demandada, y pretendida por la entidad expropiante, y los efectos jurídicos 
y registrales derivados de la misma, e inscritos en el certificado de tradición 
y libertad del inmueble de propiedad de mi representada, el proyecto 
urbanístico licenciado, NO SE PUDO EJECUTAR [no obstante y haber sido 
expedida Licencia Urbanística que estaba vigente, y que era información 
pública y que por ende, conocía la expropiante], en suma de CUATRO MIL 
QUINIENTOS MILLONES DE PESOS MONEDA CORRIENTE 
($4.500.000.000.°°), y finalmente, (iii) por el reconocimiento del “pago 
de los gastos que se hayan incurrido en razón del desarrollo del 
proyecto inmobiliario”, encontrándose dentro de estos, los atinentes entre 
otros, a estudios técnicos, pago de copias, pago de impuestos, honorarios, y 
demás expensas requeridas en que se incurrieron ante el Curador Urbano 
Nro. 2 de Bogotá, por la radicación de solicitud de licencia, bajo el Nro. 13-2-
2964, por la suma de: CUATROCIENTOS VEINTIDOS MILLONES 
SETECIENTOS NOVENTA Y CUATRO MIL DOSCIENTOS SESENTA Y 
NUEVE PESOS MONEDA CORRIENTE ($422.794.269.°°); y 
PERJUICIOS MATERIALES que de manera alguna fueron tenidos en 
cuenta por la primera instancia, no obstante y haberse acreditado 
probatoriamente los mismos, siendo que, se erige la INDEBIDA 
VALORACIÓN PROBATORIA en cuyo reparo concreto, igualmente se hizo 
del fallo impugnado. 
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8. Sobre la procedencia de las legítimas reclamaciones que hizo mi 
representada, a raíz del daño que la expropiación le causaría, tal temática 
paso inadvertida en la primera instancia, desconociendo con ello, que “con la 
simple manifestación efectuada por el demandado al contestar la demanda, 
alusiva a que «solicitó se ordene el pago del precio justo por el predio, que 
comprende daño emergente y lucro cesante ocasionado desde la fecha de 
afectación en la oficina de registro…»2, se está deprecando la aludida especie 
de resarcimiento”3, y de sendos pronunciamientos que sobre su procedencia, 
se ha decantado por la Corte Constitucional, y por la Sala de Casación Civil, 
de la Corte Suprema de Justicia, al sostener: 

 
“(…) el juez tendrá que ordenar al demandado la restitutio in 
integrum a favor del damnificado, es decir que deberá poner al 
sujeto perjudicado en una situación lo más parecida posible a 
aquélla en la que se encontraría de no haber ocurrido el daño 
(…) Por ello, una vez establecidos los presupuestos de la 
responsabilidad civil extracontractual, el sentenciador tendrá que 
cuantificar el monto de la indemnización en concreto, esto es 
que habrá de tomar en consideración todas las circunstancias 
específicas en que tuvo lugar el daño, su intensidad, si se trata 
de daños irrogados a las personas o a las cosas, y la forma 
adecuada de resarcir el perjuicio. 
(…) 
 
(…) para que la indemnización sea completa, se deben tener en 
cuenta las condiciones particulares en que se halla el 
damnificado y la magnitud del daño resarcible tal como se 
encuentre al momento de dictar sentencia y no simplemente en 
la fecha en que se produjo el menoscabo, toda vez que es factible que 
entre uno y otro instante la materialización del perjuicio sufra alguna 

variación o que sus efectos se extiendan en el tiempo.”4 
(Subrayado y negrillas por fuera del texto original). 

 
 

“diferenciar el perjuicio denominado actual en contraposición del 
distinguido como futuro, según el momento en el que se le aprecie, 
que corresponde, por regla, a la fecha de la sentencia. Aquel equivale 
al daño efectivamente causado o consolidado y éste al que con 
certeza o, mejor, con un ‘alto grado de probabilidad objetiva’ 
sobre su ocurrencia, según expresión reiterada en la 
jurisprudencia de la Sala, habrá de producirse. En tratándose del 
lucro cesante, el actual es la ganancia o el provecho que, se sabe, no 
se reportó en el patrimonio del afectado; y el futuro es la utilidad o 

                                                           
2 Folios 96 a 104, Cfr. 
3 CSJ SC, 24 Feb. 2021, Rad. 2021-0366. 
4 CSJ SC, 18 Dic. 2012, Rad. 2004-00172-01. 
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el beneficio que, conforme el desenvolvimiento normal y 
ordinario de los acontecimientos, fundado en un estado actual 
de cosas verificable, se habría de producir, pero que, como 

consecuencia del hecho dañoso, ya no se presentará.”5 

(Subrayado y negrillas por fuera del texto original). 

 
 

“1. Acorde con el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, en todo 
litigio «la valoración de los daños irrogados a las personas y a 
las cosas, atenderá los principios de reparación integral y 
equidad y observará los criterios técnicos actuariales», para 
que en lo posible la víctima conserve un estado similar al que 
precedía a la ocurrencia de los hechos perjudiciales. De todas 
maneras, como las secuelas pueden diferirse en el tiempo, la 
providencia debe proyectar la indemnización hacia el futuro, 
comprendiendo cualquier rezago pendiente de causarse al 
momento en que se profiere. 
(…) 
 
Bajo esa noción, los «principios de reparación integral y 
equidad» que el artículo 16 de la Ley 446 de 1998 exige tener 
en cuenta, se vulneran por desfiguración de sus alcances 
cuando la liquidación del juzgador se aleja de su propósito de 
«reparación integral», innovando con fórmulas que riñen con 
«los criterios técnicos actuariales» para racionalizarla y 
generando detrimento o enriquecimiento de la parte en 

contravía de su naturaleza indemnizatoria.”6 (Subrayado y 

negrillas por fuera del texto original). 

 
9. De lo anterior se viene su señoría que al haberse omitido por parte de la 

falladora de primera instancia, el considerar las particularidades y las 
especiales características del inmueble de propiedad de mi procurado, y el 
inaplicar, no considerar y no haber tenido en cuenta en la Litis expropiatoria, 
como debía haberlo hecho, el artículo 16º de la Ley 446 de 1.998, violento 
hasta su quiebre, los principios a la “reparación integral y equidad”, como los 
derechos a una “indemnización justa de quien se ve afectado por una 
expropiación”, “indemnización completa”, “indemnización hacia el futuro”, e 
“indemnización integral” a que tiene legítimo derecho mi representado, tal y 
como, lo reconoce y lo ampara el marco normativo y jurisprudencial que rige 
en nuestro derecho interno, tal y como, se dejó manifestado en censura 
frente a la sentencia impugnada, y argumento mismos que afinca el presente 
recurso, y que deberá ser estudiado, analizado y declarado a favor de mi 
representada por esta segunda instancia, por estar plenamente reclamado, y 
probado. 

                                                           
5 CSJ SC, 28 Ago. 2013, Rad. 1994-26630-01. 
6 CSJ SC, 12 Dic. 2017, Rad. 2008-00497-01. 
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10. Como si lo anteriormente ilustrado no fuera suficiente, sea pertinente 
manifestar a su señoría que el reconocimiento de dicha INDEMNIZACVIÓN 
INTEGRAL que, de manera legítima y justificada, reclama mi representada, 
como particular víctima del daño expropiatorio que se le causa, y que se 
encuentra reconocido y amparado en el sistema interamericano de Derecho 
Público, tal y como, lo ha reconocido la propia CORTE INTERAMERICANA 
DE DERECHOS HUMANOS [CIDH], que le es oponible al Estado 
colombiano, incluida a la entidad distrital expropiante, y juez convencional 
que ha sostenido: 
 

“95. El artículo 21.2 de la Convención Americana expresamente 

señala como requisito para poder llevar a cabo una privación de la 

propiedad el pago de una justa indemnización. 

 

96. Al respecto, el Tribunal estima que en casos de expropiación el 

pago de una indemnización constituye un principio general del 

derecho internacional7, el cual deriva de la necesidad de buscar un 

equilibrio entre el interés general y el del propietario. Dicho principio 

ha sido recogido en la Convención Americana en su artículo 21, al 

referirse al pago de una “justa indemnización”. Esta Corte 

considera que para alcanzar el pago de una justa 

indemnización ésta debe ser adecuada, pronta y efectiva8. 

 

97. En este sentido, la Corte Europea de Derechos Humanos ha 

interpretado la norma contenida en el artículo 1º del Protocolo No. 1, 

considerando que existe un derecho intrínseco a recibir una 

indemnización por la privación de la propiedad9. Asimismo, la Asamblea 

General de la Organización de las Naciones Unidas mediante 

Resolución No. 1803 señaló que dentro del marco de la soberanía de 

un Estado para la expropiación por causas de utilidad pública se 

encuentra el deber de éste de pagar al dueño la compensación 

                                                           
7 Cfr. Artículo 1 del Protocolo No. 1 de la Corte Europea; y P.C.I.J The Factory At Chorzów (Claim for 

Indemnity) (The Merits) Judgment No. 13, p. 40 y 41. 
8 Cfr. INA Corporation v. The Islamic Republic of Iran, 8 Iran US CTR, p.373; 75 ILR, p. 595; y 

Principios 15 y 18 de los “Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 
violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves 

del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones”, Resolución G.A. 
Res. 60/147, Preámbulo, UN.Doc. A/RES/60/147 (Dec. 16, 2006). Cfr. también: the WB, Guidelines 

of the Treatment of Foreing Direct Investment; 1962. Texaco case 17 ILM, 1978, pp. 3, 29; 53 ILR, 

pp. 389, 489; Aminoil case 21 ILM, 1982, p. 1032; 66 ILR, p. 601; y Permanent Sovereignty 
Resolution; 1974 Charter of Economic Rights Direct and Duties of States. 
9 Cfr. ECHR, James v UK, Judgment of February 1985, Application no. 8793/79, para. 54; y ECHR, 
Lithgow and Others v. the United Kingdom, Judgment of July 1986, Application no. 9006/80; 9262/81; 

9263/81; 9265/81; 9266/81; 9313/81; 9405/8, paras. 114 and 120. 
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apropiada10. Más aún, el principio según el cual es exigible la 

indemnización en caso de expropiación ha sido reafirmado por la 

jurisprudencia internacional11. 

 

98. La Corte estima que, en casos de expropiación, para que la justa 

indemnización sea adecuada se debe tomar como referencia el valor 

comercial del bien objeto de la expropiación anterior a la declaratoria 

de utilidad pública de éste, y atendiendo el justo equilibrio entre 

el interés general y el interés particular a que se ha hecho 

referencia en la presente Sentencia (supra párr. 63). 

(…) 

 

114. La Corte constata que la falta pago de una justa indemnización, 

de acuerdo con los estándares previamente establecidos (supra párrs. 

95 a 110), es evidente en el presente caso, y por lo tanto considera 

que la privación de la propiedad sin el pago de una justa 

indemnización constituye una violación al derecho a la 

propiedad privada consagrado en el artículo 21.2 de la 

Convención.”12 (Subrayado y negrillas por fuera del texto original). 

 

Asimismo, con respecto al avaluó de un bien objeto de expropiación, dicha 

corporación convencional ha sostenido: 

 

“57. Esta Corte nota que en el derecho internacional, a través de la 

práctica de diferentes tribunales internacionales, no existe un criterio 

uniforme para establecer la justa indemnización, sino que cada caso 

es analizado teniendo en cuenta la relación que se produce 

entre los intereses y derechos de la persona expropiada y los 

de la comunidad, representados en el interés social. 

(…) 

 

59. Por su parte, la Corte Permanente de Justicia Internacional 

estableció que en casos de expropiación el pago de una 

indemnización constituye un principio general en derecho 

internacional, y que una reparación equitativa es aquella que 

corresponde “al valor que tenía la empresa al momento de la 

                                                           
10 Cfr. Resolución 1803 (XVII) de la Asamblea General, de 14 de diciembre de 1962, titulada 

"Soberanía Permanente sobre los Recursos Naturales " (1962). 
11 Cfr. International Centre for Settlement of Investment Disputes, Arbitration between Compañía del 
Desarrollo de Santa Elena, S.A. and The Republic Of Costa Rica Case No. ARB/96/1; Asunto BP (British 

Petroleum Exploration Co. v. Libyan Arab Republic, octubre 10 de 1973 y agosto 1 de 1974; Asunto 
Liamco; y P.C.I.J The Factory At Chorzów, Judgment No. 7 (May 25th, 1926). 
12 CIDH. Caso Salvador Chiriboga Vs. Ecuador. Sentencia de 6 de mayo de 2008  
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desposesión”13. En la práctica de los tribunales de arbitraje 

internacional destaca que la fijación del monto de la indemnización se 

realiza sobre la base del “justo valor del mercado”14, lo que es 

equivalente a la reparación integral y efectiva por el daño 

sufrido15. Para determinar dicho monto, estos tribunales se basan 

normalmente en peritajes, pero en ocasiones han también 

determinado el valor del bien sobre la base de una aproximación en 

atención a los avalúos propuestos por las partes16. Asimismo, los 

tribunales han tomado en cuenta otras circunstancias relevantes, 

incluyendo las “consideraciones equitativas”17 y se observan 

diferentes criterios en cuanto a la fecha a partir de la cual se calcula el 

monto de la indemnización.18 Además, la práctica internacional ha 

recogido los principios de que la indemnización deberá ser 

adecuada, pronta y efectiva.19 

(…) 

 

60. Este Tribunal reitera que en casos de expropiación el pago de 

una indemnización constituye un principio general del 

derecho internacional20, el cual deriva de la necesidad de buscar un 

equilibrio entre el interés general y del propietario. Este principio ha 

sido reconocido en la Convención Americana en su artículo 21, lo cual 

dispone que a fin de privar a alguien de sus bienes se deberá otorgar 

el pago de una “indemnización justa”, por lo que dicho pago constituye 

en sí un requisito para poder restringir el derecho a la propiedad21 

(…) 

                                                           
13 Corte Permanente de Justicia Internacional (PCIJ), Asunto relativo a la fábrica de Chorzów 
(Alemania Vs. Polonia) Demanda de indemnización. Sentencia de 13 de septiembre de 1928. Serie 

A. No. 17, p. 126. 
14 Cfr. Iran-US Claims Tribunal, INA Corporation and. The Government of the Islamic Republic of Iran. 

8 IranU.S.C.T.R. 373 (13 de agosto de 1984), para. 380. 
15 Cfr. International Centre for Settlement of Investment Disputes (ICSID), Amco Asia Corporation 
and Others Vs. Republic of Indonesia. First Arbitral Award of 1984. Case No. ARB/81/1. 
16 Cfr. Iran-US Claims Tribunal, American International Group Inc. v Islamic Republic of Iran. Award 
No. 93- 2- 3. 4 Iran-U.S.C.T.R 96 (19 de diciembre de 1983). 
17 Cfr. Iran-US Claims Tribunal, Philips Petroleum Co. and The Government of the Islamic Republic of 

Iran. Award No 425-39-2. 21 Iran-U.S.C.T.R. 79 (1989). 
18 Cfr. Lauder V. Czech Republic, 2001 (UNCITRAL - United Nations Commission on International 

Trade Law), y ICSID, Compañía del Desarrollo Santa Elena S.A. Vs. Costa Rica. Sentencia de 17 de 
febrero de 2000. ARB/96/1. 
19 Cfr. Iran-US Claims Tribunal, INA Corporation V. The Islamic Republic of Iran, supra nota 88, 75 
ILR, p. 595; Texaco Vs. Libya (1978). 17 ILM, pp. 3, 29; 53 ILR, pp. 389, 489, y Aminoil Vs. Kuwait 

(1982). 21 ILM, p. 1032; 66 ILR, p. 601. 
20 Cfr. Artículo 1 del Protocolo No. 1 de la Corte Europea, y Corte Permanente de Justicia Internacional 
(PCIJ), Asunto relativo a la fábrica de Chorzów (PCIJ), supra nota 87, párr. 68. 
21 Artículo 21.2 de la Convención Americana: Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, 
excepto mediante el pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social 

y en los casos y según las formas establecidas por la ley. 
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(…), este Tribunal estima que, para fijar el valor de un bien objeto 

de expropiación, se debe tomar en cuenta sus características22 

esenciales, es decir, naturales (tales como su ubicación o sus 

características topográficas y ambientales) y jurídicas (tales como 

las limitaciones o posibilidades del uso del suelo y su 

vocación). 

(…) 

 

69. En relación con las características jurídicas del bien, la Corte 

considera que uno de los factores que otorgan valor a un predio 

es su posible uso, vocación y su edificabilidad, por lo que se debe 

establecer, para efectos de evaluación en el presente caso, y entre 

otros criterios, las limitaciones jurídicas al uso de suelo que fueron 

impuestas al terreno expropiado antes de la declaración de utilidad 

pública.” 

(…) 

 

76. Respecto a la justa indemnización, la Corte estableció en su 

Sentencia de 6 de mayo de 2008 que, en casos de expropiación, 

además de tomar como elemento de referencia el valor comercial del 

bien objeto de la expropiación anterior a la declaratoria de utilidad 

pública, se debe atender “el justo equilibrio entre el interés 

general y el interés particular23”. Así, el Tribunal refirió que “a fin 

de que el Estado pueda satisfacer legítimamente un interés social y 

encontrar [dicho] justo equilibrio […,] debe utilizar los medios 

proporcionales a fin de vulnerar en la menor medida el 

derecho a la propiedad de la persona objeto de la 

restricción”24. Para ello, resulta indispensable observar las “justas 

exigencias” de una “sociedad democrática”, valorar los distintos 

intereses en juego y las necesidades de preservar el objeto y fin de la 

Convención25. Todo ello será ponderado al momento de fijar el 

valor del bien como justa indemnización, en particular respecto 

de bienes que tienen un carácter ambiental.”26 (Subrayados y negrillas 

por fuera del texto original). 

 

                                                           
22 Cfr. Eur. Court. H.R., Case Kozacioglu v. Turkey. Judgement of February 19, paras. 71 y 72. 
23 Caso Salvador Chiriboga Vs. Ecuador, supra nota 24, párr. 98. 
24 Caso Salvador Chiriboga Vs. Ecuador, supra nota 24, párr. 63. 
25 Cfr. La colegiación obligatoria de periodistas (arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos 

Humanos), Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 1985. Serie A No. 5, párr. 67; La 
Expresión "Leyes" en el Artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Opinión 

Consultiva OC-6/86 del 9 de mayo de 1986. Serie A No. 6, párr. 31, y Caso Salvador Chiriboga Vs. 
Ecuador, supra nota 24, párr.75. 
26 CIDH. Caso Salvador Chiriboga Vs. Ecuador. Sentencia de 3 de marzo de 2011. 
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11. Sobre lo anteriormente expuesto, sea preciso poner de relieve que se alza 
censura frente a la sentencia impugnada, en cuanto, de manera que en 
criterio se esté recurrente se deviene en contrario a la constitución, a la Ley 
y al régimen convencional vigente, lo elucubrado por la juez de primer grado 
de denegar las justas y legítimas reclamaciones que a título de DAÑO 
CIERTO FUTURO hizo mi procurada, bajo las especiales y particulares 
circunstancias del caso en Litis, al simple y llanamente, de manera ciega y 
absoluta, inobservar tales circunstancias sobre la sombra del inciso final del 
artículo 26º de la Ley 9 de 1.989 que a la letra refiere que: “El incumplimiento 
de obligaciones contractuales por parte del propietario como consecuencia 
de la resolución de expropiación constituye fuerza mayor para dicho 
propietario y por consiguiente no podrán tasarse perjuicios derivados de dicho 
incumplimiento dentro de la indemnización que le fije el juez al propietario.”; 
siendo una disposición pre-constitucional que no encuentra cabida para el 
caso debatido, como tampoco se estructura su aplicación bajo los supuestos 
que refiere dicha norma, lo anterior por cuanto: (i) dicha disposición, si es 
aplicada en la forma como lo hizo la juez A-Quo, sin ningún tipo de 
entendimiento razonado, ni correcta hermenéutica jurídica, ni ajustada a la 
normatividad constitucional y constitucional actualmente vigente, 
estructuraría un escenario vulnerante en contra del propio ordenamiento 
jurídico, que además desconocería los derechos a una “indemnización justa 
de quien se ve afectado por una expropiación”, “indemnización completa”, 
“indemnización hacia el futuro”, e “indemnización integral”; (ii) en el caso en 
Litis, la actuación expropiatoria adelantada por la demandante, desconoció 
una realidad administrativa de licenciamiento urbanístico, en virtud de la cual, 
se radico un derecho urbanístico de desarrollo por un acto administrativo 
particular y concreto, que de manera burda y manifiesta, fue violentado aun 
y cuando era información pública y que debía conocer la entidad expropiante, 
(iii) se alza en contra de que “el resarcimiento derivado de una expropiación 
no se agota en el precio del bien perdido27. Este Tribunal ha reconocido que 

                                                           
27 Sentencia T-1074 de 2002. En esa oportunidad la corporación agregó: “En la sentencia C-153 de 
1994, la Corte entendió que la naturaleza reparatoria de la indemnización en caso de expropiación 
era sinónimo de indemnización ‘plena’. También señaló que dada esa naturaleza reparatoria, 
quedaba excluida la posibilidad de una indemnización meramente compensatoria, término que 
interpretó de la siguiente manera: ‘Así las cosas, la indemnización no es compensatoria, esto es, ella 
no es un presupuesto o una condición de la indemnización que genera una compensación a cargo 
del Estado y a favor del expropiado, por el enriquecimiento patrimonial del primero. Si así fuera, la 
indemnización se fijaría con base en el valor objetivo del bien y no, como ordena la 
Constitución -inciso 4° del art. 58-,’consultando los intereses de la comunidad y del afectado’. De 
aceptarse la tesis del carácter compensatorio de la indemnización se tendría que concluir que la 
expropiación es una simple conversión de valores: los bienes expropiados se reemplazan por su 
equivalente en dinero y no comprendería por tanto los daños que sean consecuencia directa e 
inmediata de la expropiación. La indemnización en tal caso no sería entonces justa, como lo ordena 
el artículo 21 numeral segundo del Pacto de San José’.” 
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el privado padece de perjuicios adicionales al detrimento patrimonial que se 
causa por la cesión del inmueble. En dichas hipotesis, la tasación de la 
indemnización incluye los daños que sufre el afectado por el hecho de la 
expropiación, y no se agota en un valor comercial o catastral del inmueble”28. 
Valga indicar que “Este criterio establecido en la sentencia C-153 de 1994, 
recoge la posición sostenida por la Corte Suprema de Justicia, en 
Sala Plena el 11 de diciembre de 1964, MP: Julián Uribe Cadavid, 
donde dijo lo siguiente: “Sobra agregar que el concepto de indemnización 
por expropiación no puede confundirse con el concepto de precio, 
como prestación de la venta. Esta es un acuerdo bilateral, de derecho 
privado, fruto de la libertad contractual (...). La expropiación no es un 
contrato, no es una venta, ni siquiera forzada, como la que se verifica en 
subasta pública en determinados casos; es una figura esencialmente distinta, 
de derecho público, enderezada al bien de la comunidad y en virtud de la 
cual, por motivos superiores, la Administración toma la propiedad 
particular, y como esta medida genera un daño, y no un precio, se 
satisface mediante una indemnización. Se indemniza el perjuicio en 
diferentes órdenes de la responsabilidad contractual y extracontractual, 
y se indemniza al expropiado el daño que para él implica esta forma 
de expropiación –que opera contra su voluntad- pero en provecho 
público (...).”, (iv) incurrió en confusión la juez de primer grado, toda vez 
que perdió de vista que mi representada, en las reclamaciones realizadas, las 
ha invocado a título de DAÑO FUTURO CIERTO, con respecto al evento 
dañino que para ella tendría la expropiación, recordando que “El daño futuro 
cierto es objeto de indemnización, puesto que es la continuación de un 
perjuicio que ha venido ocurriendo, esa valoración se basa en la probabilidad 
de la afectación del patrimonio de la víctima y en que el trasegar normal de 
los acontecimientos producirá el daño”29, (v) pero incluso, si lo anterior no 
fuera suficiente, sea pertinente indicar su señoría que no todas las 
reclamaciones elevadas por mi representada, con respecto al “ACUERDO DE 
DESARROLLO DE PROYECTO INMOBILIARIO” de fecha doce (12) de 
febrero del año dos mil trece (2.013), por el DAÑO que le causaría la 
expropiación, no se corresponden a una causa de incumplimiento contractual 
sino que responden a otras causas, como serian: (a) a una suma dineraria 
que por concepto de ANTICIPO había recibido, por valor de CUATRO MIL 
QUINIENTOS MILLONES DE PESOS MONEDA CORRIENTE 
($4.500.000.000.°°), y (b) por el reconocimiento del “pago de los gastos 
que se hayan incurrido en razón del desarrollo del proyecto 
inmobiliario”, encontrándose dentro de estos, los atinentes entre otros, a 
estudios técnicos, pago de copias, pago de impuestos, honorarios, y demás 
expensas requeridas en que se incurrieron ante el Curador Urbano Nro. 2 de 
Bogotá, por la radicación de solicitud de licencia, bajo el Nro. 13-2-2964, por 

                                                           
28 Corte Constitucional. C-750 de 2.015. 
29 Ibídem. 
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la suma de: CUATROCIENTOS VEINTIDOS MILLONES SETECIENTOS 
NOVENTA Y CUATRO MIL DOSCIENTOS SESENTA Y NUEVE PESOS 
MONEDA CORRIENTE ($422.794.269.°°); y finalmente (v) recuérdese 
su señoría que “El legislador tiene una amplia libertad de configuración en 
materia expropiatoria. No obstante, esa competencia no puede vaciar el 
marco de acción que tiene el juez y la administración para fijar una 
indemnización que atienda las circunstancias de cada caso, así como 
los intereses en tensión. La ley no puede estandarizar a todos los 
eventos unos topes o cómputo de indemnización, porque en 
ocasiones puede que las reglas estáticas sean una barrera e 
impedimento para que las autoridades cancelen una indemnización 
justa”30 (Subrayado y negrilla por fuera del texto original). 

 
12. Bajo el anterior criterio, note cómo, su señoría, surge como INEXISTENTE, 

el estudio, el razonamiento, y el tener en cuenta, para efecto de la 
determinación del valor de indemnización, por el juez de primera instancia, el 
criterio de valoración de las características jurídicas que tenía el inmueble de 
propiedad de mi procurada, y pretendido en expropiación, siendo que, ni la 
entidad expropiante en su oferta de compra, ni tampoco el INSTITUTO 
GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI [IGAC], tuvieron en cuenta para el 
avaluó indemnizatorio, la existencia y vigencia de la licencia urbanística que 
había sido expedida para el desarrollo de un proyecto inmobiliario en el 
inmueble objeto de expropiación, siendo una característica JURÍDICA que 
como criterio, ha debido ser tenido en cuenta para dicho ejercicio de avaluó; 
y ante su desconocimiento manifiesto, dicha omisión, implica inconsistencia 
y error gravísimo del resultado del valor avaluado al inmueble; de ahí que se 
insiste su señoría, que el real “justi precio” comercial que obra allegado al 
plenario, es el allegado por mi representada, esto es, el “AVALUO 
COMERCIAL LOTE UBICADO EN LA CARRERA 82B # 53B – 19 SUR”, 
realizado inicialmente, en fecha del veinticuatro (24) de marzo de dos mil 
diecisiete (2.017) y actualizado, revisado y ajustado, a fecha del doce (12) de 
marzo del año dos mil dieciocho (2.018), realizado por la firma especialista 
en avalúos comerciales CASTELLANOS & GOMEZ ASOCIADOS LTDA., y 
suscrito por su Representante Legal BENEDICTO CASTELLANOS 
GONZÁLEZ, quien funge como “VALUADOR ACTUANTE”, y es miembro 
de la Lonja de Propiedad Raíz de Bogotá, y quien, para su ejercicio pericial, 
solicito a la LONJA DE PROPIEDAD RAÍZ DE BOGOTÁ el “potencial de 
desarrollo” del inmueble, y entidad experta que, conforme la normatividad 
urbanística aplicable al caso, y con sujeción al uso del suelo permitido, y a la 
Licencia de Urbanismo Resolución Nro. RES 14-2-0125 de fecha veintidós (22) 
de enero de dos mil catorce (2.014), proferida por el Curador Urbano Nro. 2 
de Bogotá D.C., expidió dicho potencial, con la modulación de altura, 
volumetría, índice de edificación, y características urbanísticas licenciadas, 

                                                           
30 Ibídem.  
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con lo cual, el perito dictaminó como AVALÚO COMERCIAL del inmueble, 
la suma de: DIECISIETE MIL DOSCIENTOS CATORCE MILLONES 
SEISCIENTOS MIL PESOS MONEDA CORRIENTE 
($17.214.600.000.°°), pero que, al no haber sido tenido en cuenta, en su 
valoración probatoria por la juez de primera instancia, incurrió en una 
INDEBIDA VALORACIÓN PROBATORIA, que afecta la sentencia 
impugnada, y que, estructura argumento que sustenta el RECURSO DE 
APELACIÓN impetrado en contra de dicha sentencia censurada. 

 
13. Lo anterior resulta de especial importancia su señoría, toda vez que el 

“AVALÚO COMERCIAL No. 2016-0679”, de fecha dieciséis (16) de diciembre 
del año dos mil dieciséis (2.016), realizado por la UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE CATASTRO DISTRITAL, y tenido en 
cuenta por la entidad expropiante en su oferta de compra, adolece de serios 
y de graves errores, que lo vician de facto, siendo que, ni siquiera tuvo en 
cuenta los usos del suelo permitidos, autorizados y licenciados al inmueble, 
tanto por la normatividad urbanística aplicable, como tampoco tuvo en cuenta 
y consideración, la propia Licencia Urbanística expedida a dicho inmueble, lo 
cual, sin duda alguna, deja sin asidero alguno tan defectuoso avaluó. 
 

Igual vicio se predica del DICTAMEN PERICIAL rendido por el IGAC su 

señoría, toda vez que no tuvo en cuenta, ni se sujetó, debiendo hacerlo por 

cuanto expresamente para tales avalúos, es premisa fundamental que se 

deba hacer teniendo en cuenta y sujeción a la normatividad urbanística 

vigente y aplicable al predio, como también a los usos del suelo autorizados 

y permitidos, y a las licencias que sobre tales inmuebles se hubiera expedido, 

y aspectos técnicos y reglamentarios que fueron desconocidos e inobservados 

por dicha entidad en el avaluó emitido, con lo cual, de facto, tales 

inconsistencias vicien de contenido y sustancialmente el valor dado al predio 

de mi representada, por no ajustarse a la realidad urbanística y a las 

características jurídicas que tenía dicho predio. 

 

Y es que, ni siquiera su señoría, tales entidades, en sus respectivos avalúos 

emitidos, tuvieron si quiera a incorporar dentro del valor de indemnización 

que obliga e impone la Ley, referirse al ítem de “utilidad” que bajo tales 

modulaciones realizadas, que valga decirlo, se afincan en el mismo método, 

esto es, de la realización de un proyecto residencial de “uso residencial” que 

no resulta admitido para el inmueble, en un proyecto de VIVIENDA DE 

INTERES PRIORITARIO [VIP] o VIVIENDA DE INTERES SOCIAL 

[VIS], sin si quiera haberlo hecho en uno otro de VIVIENDA NO VIS que 

incluso resultaría posible en la ZONA HOMOGENEA donde se emplaza dicho 

inmueble, y “utilidad” misma que, como LUCRO CESANTE incluso tendría 

derecho a recibir mi representada, de llegar a ser de recibo, permitido y 
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seguirse y aceptarse tal modulación realizada, lo cual, resulta en una 

inconsistencia manifiesta contra la normatividad urbanística, como a los 

derechos a una “indemnización justa de quien se ve afectado por una 

expropiación”, “indemnización completa”, “indemnización hacia el futuro”, e 

“indemnización integral” a que tiene legítimo derecho mi representado. 

 

Adicionalmente, y aspecto de especial relevancia se tiene su señoría el 

siguiente absurdo en el cual incurrieron las entidades aquí censuradas, y es 

que ni siquiera tuvieron en consideración el mismo AVALUO CATASTRAL 

que para el año 2.017 obra consignado en la “factura Impuesto Predial 

Unificado”, expedidas por la ALCALDIA MAYOR DE BOGOTÁ – 

SECRETARIA DISTRITALO DE HACIENDA, singularizadas con el 

2017201041633827485 [No. Referencia recaudo: 17013490481], en el cual 

se avaluó el inmueble de mi representada en valor de: DIEZ MIL 

NOVECIENTOS CATORCE MILLONES QUINIENTOS SIETE MIL PESOS 

MONEDA CORRIENTE ($10.914.507.000.°°), y con lo cual, se relieva el 

grado de error, e inconsistencia y falta de seriedad que incurrieron dichas 

entidades, es u contrasentido inexcusable que no puede pasarse por alto, 

como tampoco restarle su ponderación probatoria como erradamente lo hizo 

la Juez de primera instancia, y que estructura argumento de impugnación que 

deberá ser desatado por su señoría al incurrirse en INDEBIDA 

VALORACIÓN PROBATORIA. 

 

14. Punto aparte que se censura del fallo impugnado, su señoría, corresponde a 
que, no resulta de recibo que, acogiendo el dictamen realizado por el IGAC, 
se imponga a mi representada que la tasa de interés a ser aplicada al valor 
de Lucro Cesante y su actualización, que debe pagar la entidad expropiante, 
se sujete con el DEPOSITO A TERMINO FIJO [DTF] interbancario, y no al 
INTERES BACARIO CORRIENTE [IBC], lo anterior toda vez que ni se 
explicó la razón, sustento o fundamento para haber elegido la primera sobre 
la segunda, es decir, se advierte orfandad de argumentación y motivación 
suficiente que sustente dicha determinación sentenciada, pero más pernicioso 
es su señoría que la TASA DE INTERES [dentro del cual va inserto el 
porcentaje de indexación monetaria] es mucho menor en el primero que en 
el segundo, yendo incluso a que pueda estar por debajo del concepto de 
INDEXACIÓN, lo cual va en contravía de los derechos indemnizatorios de 
mi representada, y de su restablecimiento patrimonial, para lo cual, sirva 
recordar que: 

 
“Ha dicho con profusa claridad la Sala, que «[l]a corrección 
monetaria -o indexación- es una remuneración equitativa y 
razonable para contrarrestar la pérdida de poder adquisitivo 
del dinero por la inflación, es decir, una retribución para que la 
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prestación económica tenga un valor igual -o similar- al que 
tuvo en el momento en que se ejecutaron las obligaciones del 
respectivo negocio, que fue cuando se pagó el precio pactado, 
o debió pagarse el justo» (CSJ SC10291-2017), figura que vino 
a ser aceptada en nuestra jurisprudencia desde la sentencia del 24 de 
abril de 197931, la cual se ha mantenido hasta la actualidad, con sus 
distintos bemoles, por supuesto32, y que con el Código General del 
Proceso es hoy día, inclusive, una obligación del juez 
reconocerla de oficio33. 
 
Bajo tal perspectiva, es claro que la actualización monetaria 
peticionada por el demandado resulta justificada, pues de lo contrario, 
se le impondría al propietario del predio objeto de enajenación 
forzada recibir un dinero disminuido por la merma de su valor 
real o poder de compra, producto de la depreciación por causa 
del fenómeno inflacionario, desde que se realizó la oferta de 
compra, hasta cuando se efectué el pago correspondiente, por 
lo que por equidad y justicia debe traerse a valor presente la 
suma ofrecida por la entidad que desarrolla la obra de interés público, 
o la determinada en el juicio por el juez de acuerdo con la o las 

experticias aportadas por las partes.”34 (Subrayado y negrillas por 

fuera del texto original). 

 
15. Para concluir, se indicó su señoría como censura del fallo impugnado, que no 

se hizo CONDENA EN COSTAS en contra de la autoridad accionada, no 
obstante y no advertirse una eximente para tal omisión, y más cuando 
expresamente el numeral 2.1. del numeral 2 del Acuerdo PSAA16-10554 de 
2.016 así lo consagra y lo impone, para procesos expropiatorios, pero que se 
encuentra su fundamento en contra de la entidad expropiante, por lo grosero 
de su actuar expropiante, agravado con respecto a una INDEBIDA 
AVALORACIÓN del valor comercial del inmueble de propiedad de mi 
representada, como de la INEXISTENCIA de valor de indemnización justa 
a favor de mi representado, tal y como se encuentra acreditado en el proceso. 

                                                           
31 CSJ, SC GJ CLIX Parte 1 (1979), Págs. 99 – 117.  
32 Consultar al respecto, CSJ, sentencia del 19 de noviembre de 2001, Exp. 6094; CSJ, sentencia del 

25 de abril de 2003, Exp. 7140; CSJ, SC10097-2015; CSJ, SC3365-2020, CSJ, SC002-2021, entre 
otras.  
33 El artículo 284 ibídem prescribe: “Si no se hiciere en la sentencia la condena en concreto, la parte 
favorecida podrá solicitar dentro del término de su ejecutoria, que se pronuncie sentencia 
complementaria. //Cuando entre la fecha de la sentencia definitiva y la de entrega de los bienes, se 
hayan causado frutos o perjuicios reconocidos en la sentencia, su liquidación se hará por incidente, 
el cual debe proponerse dentro de los treinta (30) días siguientes a la entrega, con estimación 
razonada de su cuantía expresada bajo juramento. Vencido dicho término se extinguirá el derecho y 
el juez rechazará de plano la liquidación que se le presente.//La actualización de las condenas a 
pagar sumas de dinero con reajuste monetario, en el lapso comprendido entre la fecha 
de la sentencia definitiva y el día del pago, se hará en el momento de efectuarse este.” 
(destaco ajeno al texto) 
34 CSJ SC, 24 Feb. 2021, Rad. 2021-0366. 
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II. PETICIÓN. 
 
En los anterior términos, me permito manifestar que dejo sustentado el RECURSO 
DE APELACIÓN instaurado en contra de la sentencia de primera instancia emitida 
por el Juzgado Treinta y Seis (36) Civil del Circuito de Bogotá, en audiencia celebrada 
el día dos (02) de julio del año dos mil veinte (2.020), el cual, en esta instancia 
deberá ser REVOCADO, para en su lugar MODIFICAR, para ADICIONAR y/o 
INCREMENTAR el “valor de indemnización” por la expropiación pretendida 
judicialmente, en los siguientes componente: (i) por concepto de “valor comercial” 
del inmueble objeto de expropiación, la suma de: DIECISIETE MIL DOSCIENTOS 
CATORCE MILLONES SEISCIENTOS MIL PESOS MONEDA CORRIENTE 
($17.214.600.000.°°) de conformidad con el “AVALUO COMERCIAL LOTE 
UBICADO EN LA CARRERA 82B # 53B – 19 SUR”, realizado inicialmente, en 
fecha del veinticuatro (24) de marzo de dos mil diecisiete (2.017) y actualizado, 
revisado y ajustado, a fecha del doce (12) de marzo del año dos mil dieciocho 
(2.018), por la firma especialista en avalúos comerciales CASTELLANOS & GOMEZ 
ASOCIADOS LTDA., y suscrito por su Representante Legal BENEDICTO 
CASTELLANOS GONZÁLEZ, quien funge como “VALUADOR ACTUANTE”, (ii) 
reconociendo y accediendo como “valores de indemnización” los PERJUICIOS 
reclamados por mi representada a título de DAÑO FUTURO CIERTO, frente al 
proyecto licenciado, de conformidad con el “ACUERDO DE DESARROLLO DE 
PROYECTO INMOBILIARIO” de fecha doce (12) de febrero del año dos mil trece 
(2.013), por tres (3) conceptos determinados, siendo estos: (a) el Restituir el 
ANTICIPO que había recibido, por valor de CUATRO MIL QUINIENTOS 
MILLONES DE PESOS MONEDA CORRIENTE ($4.500.000.000.°°), (b) el 
tener que asumir y responder por la CLAUSULA PENAL pactada, habida cuenta 
que, por la expropiación demandada, y pretendida por la entidad expropiante, y los 
efectos jurídicos y registrales derivados de la misma, e inscritos en el certificado de 
tradición y libertad del inmueble de propiedad de mi representada, el proyecto 
urbanístico licenciado, NO SE PUDO EJECUTAR [no obstante y haber sido 
expedida Licencia Urbanística que estaba vigente, y que era información pública y 
que por ende, conocía la expropiante], en suma de CUATRO MIL QUINIENTOS 
MILLONES DE PESOS MONEDA CORRIENTE ($4.500.000.000.°°), y (c) por 
el reconocimiento del “pago de los gastos que se hayan incurrido en razón 
del desarrollo del proyecto inmobiliario”, encontrándose dentro de estos, los 
atinentes entre otros, a estudios técnicos, pago de copias, pago de impuestos, 
honorarios, y demás expensas requeridas en que se incurrieron ante el Curador 
Urbano Nro. 2 de Bogotá, por la radicación de solicitud de licencia, bajo el Nro. 13-
2-2964, por la suma de: CUATROCIENTOS VEINTIDOS MILLONES 
SETECIENTOS NOVENTA Y CUATRO MIL DOSCIENTOS SESENTA Y NUEVE 
PESOS MONEDA CORRIENTE ($422.794.269.°°), y (iii) CONDENANDO EN 
COSTAS y AGENCIAS EN DERECHO, en las dos instancias a la entidad 
expropiante demandante. 
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De los Honorables Magistrados de la Sala de Decisión, 

 
_____________________________________ 

DAVID ESTEBAN BUITRAGO CAICEDO 

C.C. Nro. 19.460.162 de Bogotá D.C. 

T.P. Nro. 36.655 del C. S. de la J. 



Señores: 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ – SALA CIVIL. 
M. P. Doctor: OSCAR FERNANDO YAYA PEÑA. 
E.   S.      D. 

 
 
Ref.  Proceso:  Ejecutivo - Juzgado 38 Civil del Circuito. 
Demandante:  William Díaz Silva. 
Demandado:   Sarai Portela Baldovino. 
Radicación:   No. 2.017-154. 
Asunto:   Sustentación Recurso Apelación Sentencia. 

 
 
CRISTIAN CAMILO CHICAIZA MORENO, mayor de edad y vecino de Bogotá D. C., 
identificado con la cédula de ciudadanía número 80.881.211 expedida en la misma 
ciudad, Abogado Titulado, portador de la Tarjeta Profesional número 175.666 emanada 
del Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de apoderado judicial de la parte 
Demandada, atentamente me permito solicitar a su Honorable Despacho que si estima 
conveniente le de aplicación al Artículo 327 de Código General del Proceso, y se 
practiquen pruebas dejadas de practicar de debidamente pedidas pero sin respuesta no 
por culpa del recurrente, tales como: 
 
3- Interrogatorio De Parte: 
 
Solicito al Despacho se sirva citar a la parte Demandante, para que absuelvan el 
interrogatorio de parte que le formularé sobre los hechos y excepciones del presente 
asunto. 
 
4- Oficios: 
 

- Solicito al Despacho se oficiar a la Fiscalía 124 de Bogotá, que por tratarse de 
una investigación bajo reserva debe oficiarse mediante autoridad judicial, para 
que se sirva remitir actuaciones surtidas en la investigación con Numero de 
Radicación 110016000050-2017-39029, entre las aquí partes. 

 

- Solicito al Despacho se sirva oficiar a la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales, para que se sirva informar si dentro de la declaración de renta de los 
años gravables 2016 y 2017, se declaró el pasivo, cuenta por cobrar o activo, del 
título valor que aquí se pretende ejecutar, información bajo reserva legal.  

 
De la Honorable Magistrado, 

Cordialmente, 

 

CRISTIAN CAMILO CHICAIZA MORENO 
C. C. No. 80.881.211 de Bogotá. 
T. P. No. 175.666 del C. S. de la J. 
 



26 de Mayo de 2021

MAGISTRADO

E-mail: 

OSCAR FERNANDO YAYA PEÑA
Sala Civil

SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN

El doctor OSCAR FERNANDO YAYA PEÑA, ordenó correr 
traslado para sustentar el recurso de apelación. Acogiendo 
lo dispuesto, reitero y amplio las argumentaciones 
aducidas en desarrollo de la impugnación formulada ante el 
juzgado. Asi :

secsctribsupbtacendoj.ramajudicial.gov.co
des00sctsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co




































